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Una vez convocadas elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado por medio del Real Decreto 129/2019, de 4 de marzo, de disolución del Congreso de los Diputados y del Senado y de convocatoria de elecciones y ante la próxima convocatoria de elecciones locales, se emiten las siguientes indicaciones de conformidad con la doctrina evacuada al respecto por la Junta Electoral Central:

1. Período electoral:

a) Respeto a los principios de objetividad, transparencia e igualdad.
· Durante el periodo electoral, los poderes públicos no podrán realizar ninguna campaña institucional u acto que atente contra los principios de objetividad y transparencia del proceso electoral y de igualdad entre los actores electorales, principios que deben ser efectivamente garantizados por la Administración electoral, como dispone el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (en adelante LOREG). 
· Se entiende por periodo electoral el comprendido entre la fecha de publicación de la convocatoria de las elecciones en el boletín oficial correspondiente y el día mismo de la votación. 

b) Prohibición de campañas de logros y de campañas con determinadas imágenes o expresiones. 
· Según establece el artículo 50.2 de la LOREG, desde la convocatoria de las elecciones y hasta la celebración de las mismas queda prohibido cualquier acto organizado o financiado, directa o indirectamente, por los poderes públicos que contenga alusiones a las realizaciones o a los logros obtenidos, o que utilice imágenes o expresiones coincidentes o similares a las utilizadas en sus propias campañas por alguna de las entidades políticas concurrentes a las elecciones.
· Deben entenderse comprendidas en dicha prohibición, entre otras actividades, la edición y reparto durante el periodo electoral con financiación directa o indirecta de los poderes públicos, de libros, revistas, folletos, cuadernos, catálogos, trípticos, soportes electrónicos (cd, dvd, memorias usb, etc.); el envío de correos electrónicos o de mensajes sms; la distribución de contenidos por radiofrecuencia (bluetooth), o la inserción de anuncios en los medios de comunicación, que contengan alusiones a los logros obtenidos por cualquier poder público, o que utilicen imágenes, sintonías o expresiones coincidentes o similares a las empleadas en sus propias campañas por alguna de las entidades políticas concurrentes a las elecciones.
· El artículo 50.1 de la LOREG debe ser interpretado en el sentido de que garantiza un marco institucional de neutralidad en el que el ciudadano pueda con absoluta libertad, sin interferencias de ningún poder público, decidir los términos y el alcance de su participación política (Sentencias de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 18 de junio de 2014, rec. 555/2012, de 19 de noviembre de 2014, rec. 288/2012, y de 28 de abril de 2016, rec. 827/2015).
Este criterio conduce a entender que las prohibiciones de campañas de logros y de campañas con determinadas imágenes o expresiones se extiendan a la actuación de todos los poderes públicos –estatales, autonómicos o locales-, con independencia del proceso electoral convocado, de manera que el principio de neutralidad sea absoluto durante cualquier periodo electoral.

c) Prohibición de inauguraciones.
· Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50.3 de la LOREG, durante el periodo electoral queda prohibido realizar cualquier acto de inauguración de obras o servicios públicos o proyectos de estos, cualquiera que sea la denominación utilizada, sin perjuicio de que dichas obras o servicios puedan entrar en funcionamiento en dicho periodo.
· No se consideran incluidas en la prohibición establecida en el artículo 50.3 de la LOREG, las inauguraciones institucionales por autoridades de eventos de carácter comercial, industrial, profesional, económico, cultural, deportivo o lúdico, tales como congresos, ferias de muestras, festivales o fiestas populares, que se celebren de forma regular y periódica en fechas coincidentes con un periodo electoral, siempre que ni en la organización del evento ni en las intervenciones se contengan alusiones a las realizaciones o a los logros de las autoridades intervinientes, ni tampoco se induzca, directa o indirectamente, mediata o inmediatamente, el sentido del voto de los electores.
· El artículo 50.1 de la LOREG debe ser interpretado en el sentido de que garantiza un marco institucional de neutralidad en el que el ciudadano pueda con absoluta libertad, sin interferencias de ningún poder público, decidir los términos y el alcance de su participación política (Sentencias de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 18 de junio de 2014, rec. 555/2012, de 19 de noviembre de 2014, rec. 288/2012, y de 28 de abril de 2016, rec. 827/2015).
Este criterio conduce a entender que las prohibiciones de inauguraciones se extiendan a la actuación de todos los poderes públicos –estatales, autonómicos o locales-, con independencia del proceso electoral convocado, de manera que el principio de neutralidad sea absoluto durante cualquier periodo electoral.
d) Campañas institucionales permitidas.
Deben entenderse no incluidas en las prohibiciones establecidas en los apartados anteriores, siempre que no se violen los principios de objetividad y transparencia del proceso electoral y de igualdad entre los actores electorales, y no se dirijan directa o indirectamente, mediata o inmediatamente, a inducir el sentido del voto de los electores, las siguientes campañas: 

· Las realizadas exclusivamente por los poderes públicos que en virtud de su competencia legal hayan convocado un proceso electoral y que están expresamente previstas en la normativa electoral en relación con la información a los ciudadanos sobre la inscripción en las listas del censo electoral o las destinadas a informar a los ciudadanos sobre la fecha de la votación, el procedimiento para votar y los requisitos y trámite del voto por correo, en los términos previstos en el artículo 50.1 de la LOREG. Esta publicidad institucional deberá realizarse en espacios gratuitos de los medios de comunicación social de titularidad pública del ámbito territorial correspondiente al proceso electoral de que se trate.
Entre el objeto posible de esas campañas institucionales no se encuentra el fomento de la participación de los electores en la votación, por lo que debe entenderse que no está permitida una campaña con esa finalidad.
· Las campañas informativas que resulten imprescindibles para la salvaguarda del interés público o para el correcto desenvolvimiento de los servicios públicos.
En estos casos, el envío de cartas o mensajes a los interesados o la inserción de anuncios en espacios o lugares públicos o en medios de comunicación deberá limitarse estrictamente a proporcionar información de interés general sobre la conclusión de una obra pública, la puesta en marcha o el funcionamiento de un servicio público, sin que pueda contener connotaciones electoralistas ni alusiones a las realizaciones o los logros obtenidos por los poderes públicos afectados.
2. Período desde la conclusión del mandato de los actuales corporativos hasta la toma de posesión de los corporativos electos:
a) Período de administración ordinaria.

· La conclusión del mandato de los miembros electivos de las Corporaciones Locales tiene lugar el día anterior al de la celebración de las susodichas elecciones. 
· Aunque haya expirado el mandato de los corporativos, no se produce automáticamente el cese efectivo en sus funciones, por cuanto el artículo 194.2 de la citada LOREG, así como los artículos 9.3 y 39.2 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, determinan que una vez finalizado el mandato, los miembros cesantes continuarán en sus funciones solamente para la administración ordinaria hasta la toma de posesión de sus sucesores. 
· Consiguientemente, el período en que la Corporación pasa a estar en funciones para la administración ordinaria es el que comprende desde la finalización del mandato de los miembros de la Corporación (que, en todo caso, es el día anterior a la celebración de las siguientes elecciones) hasta la toma de posesión de sus sucesores.

b) Actos incluidos en la administración ordinaria.

· El concepto de “administración ordinaria” no está determinado legalmente, por lo que lo único que puede establecerse es una serie de criterios orientativos que sirvan como referencia a la hora de determinar qué asuntos están incluidos y cuáles excluidos del referido concepto y que, por consiguiente, aseguren un mínimo de coordinación entre las diferentes unidades administrativas de esta Diputación en esta materia, dotando, a la vez, de seguridad jurídica a los órganos de gobierno de la Corporación a la hora de adoptar las decisiones inherentes a su tarea.
· Precisamente por esa indeterminación relativa del concepto legal de “administración ordinaria”, los susodichos criterios no ofrecerán una respuesta genérica a la multitud de supuestos que pueden plantearse, por lo que habrá que estar, en cada caso, a las circunstancias y relevancia propia del correspondiente asunto para deducir la conclusión procedente.
· Los criterios delimitadores del concepto de “administración ordinaria” serían los subsiguientes:

i. En ningún caso, durante el período de administración ordinaria podrán tomarse acuerdos que requieran de una mayoría cualificada [actualmente –como todos sabemos- es el apartado 2 del artículo 47 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante LRBRL) el que dispone los acuerdos que exigen este tipo de mayoría].
ii. No obstante lo anterior, puede haber asuntos que no necesitan para su válida aprobación de mayorías especiales, pero que, por su naturaleza, exceden de lo que es administración ordinaria.

iii. La administración ordinaria no engloba a todos aquellos actos que por su importancia, finalidad o excepcionalidad no puedan considerarse acontecimientos normales y habituales de una Corporación, ni tampoco a aquéllos que impliquen la elección de un modelo o que puedan comprometer seriamente la actuación política del gobierno sucesor, salvo que se trate de casos que requieran de una actuación urgente para salvaguardar los intereses generales.
iv. Con carácter general, la administración ordinaria implica la toma de decisiones necesarias para la marcha normal de la Administración y el mantenimiento de las obligaciones por ella contraídas.

v. A mero título de ejemplo, se puede convenir que estarían incluidos dentro del campo de la administración ordinaria los asuntos que se reseñan seguidamente:
· Acuerdos y resoluciones imprescindibles para garantizar el normal y diario funcionamiento y mantenimiento de los servicios e instalaciones provinciales, el despacho ordinario de asuntos y el desarrollo y ejecución de lo ya aprobado o programado (por ejemplo, la tramitación de un expediente de contratación debidamente presupuestado; no obstante, en la contratación de obras, además de verificar si cuentan con consignación presupuestaria, habrá que estar a si estas obras aparecen en el anexo de inversiones y si los proyectos están aprobados, pues, en caso contrario, la contratación de estas excederá del concepto de administración ordinaria). 
Todo esto siempre y cuando ello no implique adoptar iniciativas que puedan comprometer seriamente la actuación política de la Corporación sucesora.
· Acuerdos y resoluciones que tengan señalado plazo de caducidad y cuya falta de decisión pudiera causar perjuicios a la Diputación (por ejemplo, la interposición de un recurso), sin perjuicio de que la nueva Corporación pueda desistir del trámite o de la acción interpuesta.

· Acuerdos y resoluciones regladas que no comporten ámbito dispositivo o discrecional para el órgano que tiene que adoptar la decisión, por aparecer la misma perfectamente predeterminada en todos sus aspectos por la legalidad correspondiente.
· Acuerdos y resoluciones en contextos de urgencia, gravedad o excepcionales, tales como necesidades inaplazables, acontecimientos catastróficos, estados de grave peligro o situaciones de emergencia.
· Celebración de sesiones del Pleno y de la Junta de Gobierno (también de las Comisiones Informativas y de los demás órganos complementarios) donde se tratará, como único punto del orden del día, de la aprobación del acta de la última sesión celebrada. Estas sesiones tendrán lugar en el tercer día anterior al señalado por la legislación electoral para la sesión constitutiva (artículo 36.1 ROF). 

En esa sesión no podrá adoptarse más acuerdos que el relativo a la aprobación del acta de la última sesión, pero sí que podrán pronunciarse discursos y declaraciones similares, que no deben constar en acta, ya que, en caso contrario, habría ésta de aprobarse de nuevo.
vi. Tomando como referencia los artículos 33 y 34 de la referida LRBRL podría aventurarse una relación de competencias que exceden de la administración ordinaria, bien entendido que las cautelas que se han expuesto más arriba siguen plenamente vigentes, de tal suerte que este listado es susceptible de admitir variaciones en función de las circunstancias (las del apartado precedente) que motiven la decisión en cuestión (en el propio listado ya se ha hecho mención a este aspecto en aquellas materias en la que es más factible que se produzca tal situación, lo cual no excluye, sin embargo, la posibilidad de concurrencia de las referidas circunstancias en el resto de materias).
En consecuencia, este listado podría ser el siguiente:

· Creación de órganos desconcentrados o descentralizados.

· Aprobación y modificación de ordenanzas y reglamentos (no obstante, si han sido aprobados inicialmente antes del período de administración ordinaria y no se hubieran presentado reclamaciones, trascurrido el plazo de información pública, hay que entender que se han aprobado automáticamente por lo que procede su publicación para su entrada en vigor, a pesar de estar en el período de administración ordinaria).
· Aprobación y modificación del Presupuesto (salvo las modificaciones presupuestarias en las que concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado v, las cuales se entenderán incluidas dentro de la administración ordinaria).
· Aprobación de los planes de carácter provincial.

· Actos nucleares en materia de personal (tales como la aprobación y modificación de la plantilla, de la oferta pública de empleo, de la relación de puestos de trabajo o instrumento organizativo similar, la determinación del sistema de selección del personal o la aprobación y modificación de las bases de selección).
· Alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
· Enajenación de bienes de cualquier cuantía (salvo cuando concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado v y, en todo caso, la cuantía de la enajenación no supere el 20 por 100 de los recursos ordinarios del Presupuesto, con lo que se entendería incluido dentro de la administración ordinaria).
· Adquisición de bienes y derechos (salvo cuando concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado v con lo que se entendería incluido dentro de la administración ordinaria).

· Concertación de operaciones financieras o de crédito de cualquier cuantía (salvo cuando concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado v y, en todo caso, la cuantía de la operación no supere el 10 por 100 de los recursos ordinarios del Presupuesto, con lo que se entendería incluido dentro de la administración ordinaria).
· Tramitación anticipada de los expedientes de contratación (artículo 110.2 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público).
· Aprobación de los proyectos de obra y servicios que no estén previstos en el Presupuesto.
· Establecimiento de nuevas actividades económicas o servicios y la modificación de la forma de gestión de los existentes.

No obstante, cualquier duda que surja en esta materia puede consultarse a la Secretaría General.
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